Comisión de Seguridad Social Versión Taquigráfica N* 2107 de 


Carpeta N” 3358 de 2009 2009 


APORTES JUBILATORIOS PATRONALES DE EMPRESAS QUE 
SE 
AMPAREN EN REGÍMENES ESPECIALES DE SUBSIDIO 
POR DESEMPLEO PARCIAL 


Se establece un régimen de facilidades de pago 


MINISTERIO DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL 
Delegación 


Versión taquigráfica de la reunión realizada 
el día 5 de agosto de 2009 


(Sin corregir) 


PRESIDE: Señor Representante Pablo Abdala. 
MIEMBROS: — Señores Representantes José Luis Blasina, Daniel Bianchi y Esteban Pérez. 


INVITADOS: Por el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, señores Julio Baráibar, Ministro; doctor 
Nelson Loustaunau, Subsecretario; doctor Roberto Baz, Director Nacional de la Seguridad 
Pública. 


Señor Presidente del Banco de Previsión Social, Ernesto Murro. 


SEÑOR PRESIDENTE (Pablo Abdala).- Habiendo número, está abierta la reunión. 


La Comisión de Seguridad Social tiene el gusto de recibir al señor Ministro y al Subsecretario del Ministerio 
de Trabajo y Seguridad Social, señor Julio Baráibar y doctor Nelson Loustaunau respectivamente, quienes 
concurren acompañados del señor Director de Seguridad Social, señor Roberto Vaz y del señor Presidente del 
Directorio del Banco de Previsión Social, señor Ernesto Murro. 


La finalidad de la reunión del día de hoy es múltiple, como se desprende de la nota que el señor Ministro 
recibió de parte de esta Comisión. 


El primer objetivo es sin duda de carácter institucional. El señor Ministro asumió recientemente la 
responsabilidad de la Cartera y como lo dijimos hace unos instantes en otra Comisión en la que él participó, 


es un viejo conocido, a pesar de su juventud, de las Comisiones parlamentarias vinculadas al trabajo y a la 
seguridad social. Siempre ha mantenido con esta Comisión, como también con la de Legislación del Trabajo 
que personalmente integro, una relación muy fluida. Más allá de las diferencias políticas, creo que fue una 
relación muy constructiva. Siempre estuvo dispuesto a brindar información, a participar de la Comisión y a 
evacuar los planteos, dudas y aspiraciones de parte de los señores legisladores. En ese sentido es que en 
primera instancia lo recibimos, a efectos de iniciar en este nuevo rol que le toca cumplir un relacionamiento 
institucional que por lo que acabamos de decir auguramos que será fructífero y constructivo 


El segundo objetivo tiene que ver con un proyecto de ley que está a estudio de esta Comisión, que ha sido 
remitido por el Poder Ejecutivo y que refiere a los aportes jubilatorios de empresas que se amparen en 
regímenes especiales de subsidio por desempleo parcial. 


La Comisión está abocada al análisis de este proyecto y quiere conocer su alcance a través del Poder 
Ejecutivo. Sabemos que esto se vincula con lo que el Poder Ejecutivo ha denominado "seguro de paro 
parcial" y desde ese punto de vista es interés de varios legisladores integrantes de esta Comisión conocer, 
más allá de lo normativo, legal o formal, la realidad en cuanto a las empresas interesadas en acogerse a estos 
beneficios. Lo digo porque inclusive ha habido trascendidos bastante contradictorios en cuanto al nivel de 
acogimiento a estos mecanismos por parte de las empresas y nos parece importante contar con esa 
información antes de proceder a convertir en ley esta propuesta del Poder Ejecutivo. 


El tercer objetivo es el siguiente. Algunos legisladores, y en particular este Diputado, se proponían consultar 
al Poder Ejecutivo respecto a la política de ajuste de las pasividades -tema que, por razones obvias, ha sido 
motivo de análisis permanente de esta Comisión-, concretamente, con relación al incremento de la jubilación 
mínima que se aprobó con vigencia al 1* de julio. Con relación a eso hay determinadas inquietudes que 
plantearemos cuando llegue el momento. 


SEÑOR MINISTRO DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL.- Antes que nada es un gusto participar 
en una Comisión tan importante y que ha llevado adelante un trabajo tan trascendente. Yo no puedo 
dejar de lado la cantidad de leyes que han sido aprobadas en beneficio de la seguridad social. Yo creo 
que eso es muy importante y que el trabajo de esta Comisión evidentemente debe ser destacado. Podría 
referirme a un sinnúmero de leyes, pero hay algunas que han significado muchísimo. Tal es el caso de 
las reformas de las cajas, como ser la de la Caja Bancaria y la de la Caja Policial, aunque podríamos 
enumerar otras, como la que tiene que ver con la Ley de Concubinatos en la que sé que trabajaron 
fervientemente y por esos aspectos nos tenemos que congratular. 


Voy a decir algo que es válido para este Ministro, y también para todo el equipo de trabajo del Ministerio de 
Trabajo y Seguridad Social y es que para nosotros es fundamental indicarles que va a haber una continuidad 
absoluta de lo que fue la administración del Ministro Bonomi. Nosotros vamos a trabajar de la misma forma 
y estaremos a las órdenes todas las veces que seamos citados, todas las veces que se desee conversar con 
nosotros telefónicamente. Vendremos al Parlamento y si van al Ministerio, gustosamente serán recibidos en el 
despacho del Ministro. El Ministerio va a continuar trabajando con la Comisión de Seguridad Social como lo 
ha hecho hasta ahora. Por supuesto que son aspectos bastante formales y lógicos, pero es importante decirlos. 
Es decir que nuestro espíritu es el de coordinar, porque es así: los hombres coordinan haciendo coordinar los 
Poderes que representamos y así vamos a trabajar mejor para los uruguayos todos. 


Antes de ceder el uso de la palabra al Director de Seguridad Social, señor Roberto Vaz, como al Presidente 
del BPS, don Ernesto Murro, que son los hombres que han manejado la seguridad social durante estos cuatro 
años y medio, a entera satisfacción de quien habla y también del Ministro Bonomi, y que tienen un dominio 
profundo de esto-, quiero decir que me congratulo enormemente de los avances de la Seguridad Social en 
este Período por la enorme cantidad de afiliados que tenemos aportando al BPS. Creo que es una cifra récord 
nunca ha habido algo igual-, pero no solo de trabajadores, sino también de empresas. Me refiero a todo lo que 
tiene que ver con la recaudación y, fundamentalmente, con el aumento real de las pasividades, el aumento del 
número de beneficiarios de Asignaciones Familiares y la disminución importante de dependencias del BPS. 
Rentas Generales tiene que aportar muchísimo menos en este momento. Esos son aspectos fundamentales. 


Además, queremos destacar dos aspectos que creemos son muy importantes y tienen que ver con el acceso de 
los trabajadores a la jubilación. Todos conocimos los enormes "vía crucis" que ellos debían realizar al final de 
su carrera laboral. [Nosotros creemos que eso es fundamental, que es un aporte a los derechos humanos. El 


acceso y el uso del seguro de paro es otro de los aspectos mejorados. Esto no es el resultado de la causalidad, 
sino de un consenso del Diálogo Nacional sobre Seguridad Social. Allí han participado empresarios, 
trabajadores, algunos partidos políticos, la academia, organismos internacionales y el Gobierno, y el 
resultado ha sido la facilitación y la mejora. Nosotros queremos destacar estos aspectos. 


Como saben los señores Diputados, venimos fundamentalmente de la parte laboral, donde desde la Dirección 
Nacional de Trabajo nos teníamos que ocupar un poco de la tarea nosotros decíamos en broma que allí 
éramos el Jefe del Cuartel de Bomberos, porque había que apagar muchos incendios, pero se estaba en el 
centro de algo que es fundamental, que es el relacionamiento laboral, y lo hemos hecho con mucho orgullo y 
con mucha entrega todos. No estoy hablando solamente del Director Nacional de Trabajo; estoy hablando de 
todos, de los negociadores propiamente dichos, con un gran compromiso hacia la tarea. Veíamos los avances 
de la seguridad social en forma importante y es lo que, precisamente, quiero destacar ante los integrantes de 
la Comisión. 


He venido acompañado de quienes durante estos cuatro años y medio han trabajado en estos temas y creo que 
en los asuntos puntuales les voy a ceder el uso de la palabra, porque van a poder satisfacer mejor las dudas o 
las solicitudes de parte de los señores Diputados. 


SEÑOR VAZ.- Como lo mencionaba el señor Presidente de la Comisión en su introducción, hay dos 
aspectos puntuales a tener en cuenta: Por un lado, el proyecto de ley que denominamos de Incentivo 
Empresarial, que se complementa con el Decreto N* 316, de julio de este año y, por otro, la política de 
ajustes, en especial, la jubilación mínima. 


Con relación al primer aspecto, ese proyecto de ley enviado al Parlamento pretende establecer como lo indica 
el nombre que le hemos asignado un incentivo a las empresas, a efectos de que utilicen el sistema del decreto 
de reducción de jornada. ¿Cuál es el beneficio de esto? Básicamente, el Decreto contiene un beneficio para la 
empresa, que implica no perder mano de obra que en casi todos los casos es muy especializada, que le costó a 
la empresa tiempo y dinero. Mantiene a esos trabajadores no solo trabajando sino, por ende, ligados a la 
empresa, lo que en las otras causales de seguro de paro puede eventualmente no suceder. Por su parte, el 
trabajador no pierde su fuente laboral, lo que no es un tema menor. No vamos a abundar en eso, pero todos lo 
sabemos. ¿Qué implica para el trabajador? Insisto: mantener su fuente de trabajo y quedar cubierto 
parcialmente, por supuesto sobre los parámetros de las leyes que rigen el seguro de paro por los días que se 
reduzca su trabajo. ¿Qué complementa el proyecto de ley? Además del beneficio que la empresa ya tiene de 
por sí en el decreto al no perder la inversión hecha en capacitación para los trabajadores, el Poder Ejecutivo 
pretende establecer un mecanismo por el cual las empresas en los meses o en el período en el cual haga uso 
de este mecanismo establecido por el Decreto difieran el pago de los aportes patronales. Básicamente no 
tiene un costo económico para el Estado. Podría decirse que tiene un costo financiero y, efectivamente, es así. 
Cualquier diferimiento en el pago tiene un costo financiero pero, obviamente, es mínimo, y provee a la 
empresa de la posibilidad de contar con mayor liquidez, a los efectos de seguir solventando esas jornadas en 
las que no reduzca el trabajo de sus empleados. 


Por supuesto, no hace falta que explique a los señores Diputados que este proyecto es una pilar fundamental, 
porque compone un todo junto al Decreto. Por decirlo de alguna manera, es un paquete. Inclusive, algunas 
empresas, están esperando este proyecto de ley, precisamente, este incentivo, más allá de lo atractivo que ya 
de por sí le pudo haber resultado el decreto. Por lo tanto, esa es la explicación teórica, sin perjuicio de que 
podamos abundar si los señores legisladores lo entienden pertinente. 


La situación actual pasa por tres empresas formalmente presentadas y ya estudiadas por parte de la Comisión 
de Instrumentación, que crea el artículo 7” del Decreto y algunas otras que están en el proceso de convenir 
con sus trabajadores, tal como lo exige el propio Decreto en el apartado A) si no me equivoco- del artículo 2*. 
De momento no tenemos una estimación cierta de la cantidad de empresas ni de trabajadores que 
eventualmente va a poder utilizar este mecanismo que se creó en función de que, precisamente, su aplicación 
está en plena evolución, en pleno desarrollo. Si los señores Diputados quieren detalles más precisos respecto 
a las empresas y demás, podemos brindarlos pero, insisto, de momento son tres las que se han presentado 
formalmente y podemos hablar de cinco empresas seguras que están en negociaciones, en distintas etapas, 
relacionadas con madera, metalurgia y textil. Me acota el señor Ministro que también el cuero, y tiene razón. 
De hecho, estarían cubiertas las cuatro actividades que ha previsto el Decreto. 


El señor Presidente del Banco de Previsión Social puede abundar en esta materia, si la Comisión lo entiende 
pertinente. 


SEÑOR MURRO.- Agradezco la invitación que me realizara el Ministerio para acompañar a esta 
delegación. 


Voy a complementar en dos aspectos lo que se ha señalado anteriormente con respecto a este proyecto de ley. 


Creemos que debe ser aprobado lo antes posible porque va a constituir un estímulo a la utilización del 
Decreto existente sobre el seguro de paro parcial. 


Quiero destacar otra característica importante. El Banco de Previsión Social ha sido tenido en cuenta para 
participar en la elaboración de muchas leyes y decretos. Este es un ejemplo de ello 


A esto siempre lo vimos como un paquete, una cosa junto a la otra, porque el estímulo que van a tener las 
empresas para participar es lo que propone el proyecto de ley. Me permitiría si a los señores Diputados les 
parece conveniente poner un ejemplo acerca de cómo operaría el proyecto. Supongamos que el mes próximo 
una empresa envía trabajadores al amparo del seguro de paro parcial. Lo que esa empresa podrá convenir con 
el Banco de Previsión Social, según lo que autorizaría este proyecto, es la proporción de aportes patronales 
equivalente a los trabajadores que integran en el seguro de paro. ¿Cuál sería el beneficio de la empresa? Doce 
meses de gracia, es decir, sin multas, recargos ni intereses. La empresa va a pagar los aportes patronales 
jubilatorios correspondientes doce meses después que usó el derecho a enviar al seguro de paro parcial a los 
trabajadores. Esto constituye un estímulo muy importante. 


Está claro que las restantes obligaciones que no comprende a estos trabajadores, por ejemplo, las del mes de 
setiembre, tendrá que abonarlas en el mes que corresponde. 


Otra característica a señalar es que se brinda la posibilidad de optar. Esto es voluntario para las empresas. Por 
ejemplo, podría darse el caso con alguna de las que ya está usando el beneficio de que como no está la ley 
pague todo o, inclusive, voluntariamente acceder al beneficio. 


Esto es lo que quería señalar en cuanto a la operativa y agradezco la participación que tuvimos. Al colaborar 
en la elaboración de la norma se encontró una fórmula fácilmente aplicable para el Banco de Previsión 
Social, que está en condiciones de ampliar el proyecto de ley porque, precisamente, se pensó hacer algo 
rápidamente aplicable de modo que entrara en vigencia para cumplir con los objetivos del Gobierno. Con 
seguridad, tanto el Poder Ejecutivo como representantes del Poder Legislativo deben llevar esto a la práctica 
lo antes posible. 


SEÑOR SUBSECRETARIO DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL.- La sanción de esta norma 
termina de articular lo que es el origen del Decreto. En definitiva, como planteaban anteriormente, 
tanto el señor Vaz como el señor Murro, esto es lo que termina articulando y haciendo apetecible 
aceptar este sistema, porque solo sin la ley, como planteaba el Director Vaz, muy pocas empresas 
sienten el estímulo en esto. De esta manera, se complementa y se hace viable a las empresas que 
encuentran un plus, algo, que las viabiliza aceptar este sistema, por lo cual es muy importante la 
sanción de la ley en cuanto podrían ser muchos los beneficiarios que se acogieron a ella. 


Debe entenderse que este proyecto no es un capricho ni es algo para quedar bien; es lo que terminaría 
articulando el sistema tal como fue pensado en el Decreto. La Comisión comprende que el Decreto no 
permitía regular los temas; de ahí que se ha hecho énfasis en la sanción del proyecto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Voy a formular dos preguntas muy concretas. En primer término, quisiera 
saber si este mecanismo es de carácter permanente, si tiene un plazo de vigencia, y si no lo tiene, ¿cuál 
es la estimación? 


En segundo lugar, independientemente de este beneficio adicional, ¿cuál ha sido la evolución de los números 
del seguro por desempleo? Ha habido trascendidos sobre algún número mayor, por encima de la media. Esto 
responde también a razones de estacionalidad. Se ha dicho que muchos trabajadores se han acogido a este 


seguro de desempleo en los últimos meses. ¿Se dispone de cifras que nos ilustren sobre la situación que 
estamos viviendo? 


SEÑOR VAZ.- El plazo establecido en el propio proyecto de ley es de un año. Es decir, una empresa 
podría ampararse a este beneficio hasta por un año. No hay un plazo mínimo aunque podría ser por un 
mes. La sanción de este Decreto pretendió y sigue pretendiendo es dar una ayuda a las empresas y a los 
trabajadores en este período de crisis que estamos viviendo. Eventualmente, hoy en día los números 
están demostrando que la crisis estaría comenzando a ceder, por lo cual tenemos expectativas de que 
dentro de un año hayamos superado largamente la crisis para estas cuatro actividades y también en el 
resto de los sectores y que, por lo tanto, ninguna empresa haga uso del beneficio previsto. Reitero que 
el plazo podría llegar a ser de un año. 


SEÑOR MINISTRO DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL.- Este decreto tiene una doble virtud. 
Como decía muy bien el Director Vaz no sólo en cuanto a ayudar a las empresas a paliar una situación, 
resultado de una crisis internacional, sino además aprovechar la situación para dar la posibilidad de 
educar en determinados aspectos que siempre van a ir en beneficio de la empresa o del proyecto 
empresarial en que esos trabajadores están ubicados. Es un Decreto muy creativo que mantiene el 
ingreso de los trabajadores, lo cual nos asegura lo que tiene que ver con el movimiento comercial del 
país. 


Se trata de aspectos que deben ser resaltados porque están contenidos en esta idea creativa. 


SEÑOR MURRO.-- Al releer la exposición de motivos del proyecto de ley quiero destacar que si bien 
esta norma refiere a la coyuntura económica internacional que puede estar afectando algunos sectores 
es de carácter permanente: el Poder Ejecutivo queda facultado para aplicar este Decreto en esta 
oportunidad y en otras. Además, ya hay antecedentes al respecto en otra ley muy importante y a la que 
me voy a referir al contestar la segunda pregunta del señor Presidente de la Comisión, la Ley N” 18.399 
sobre el seguro de paro que está vigente desde el pasado 1” de febrero. En esa ley ya se previó esta ley 
fue discutida con anterioridad, a los efectos que tuvo la crisis mundial en algunos sectores que en caso 
de recesión, dos trimestres consecutivos de caída, se apliquen regímenes especiales de seguro por 
desempleo. Eso está previsto en la anterior Ley_N” 18.399 que, reitero, fue uno de los productos de lo 
que señalaba el señor Ministro en cuanto al diálogo nacional en seguridad social, muy exitosamente 
desarrollado en el país. 


Entrando concretamente a las preguntas respecto del seguro de paro, quiero decir que este se encuentra en 
términos razonables y explicables, por varios motivos. No tenemos un aumento considerable del seguro de 
paro. Casualmente, en el día de hoy aparecieron las cifras del desempleo: estamos en un 8% de desempleo. 
Por tanto, en términos generales, las cifras sobre desempleo se mantienen en valores muy bajos. Todos los 
que estamos acá tenemos algunos años y no recuerdo que históricamente tuviéramos menos desempleo que 
Estados Unidos y los países desarrollados. Bueno, ahora sí tenemos menos desempleo que Estados Unidos y 
los países desarrollados, pese a que, por algunos efectos de la crisis, aumentó levemente en este período, 
luego de haber bajado de manera sensible con respecto a los guarismos que se ubicaban en el 13% o 14% en 
las anteriores Administraciones, sin hablar del 20% al que se llegó en 2002. 


El seguro de paro tiene varias explicaciones. Para nosotros es una buena noticia que haya más gente en 
seguro de paro cuando tiene la desgracia de caer en la desocupación. En Uruguay históricamente el seguro de 
paro cubrió solo entre el 10% y 15% de los desocupados. O sea que el 85% o 90% de los desocupados no 
tenían seguro de paro. Hoy, a solo seis meses de vigencia de la nueva ley Ley _N* 18.399, ya estamos en el 
25% de cobertura. O sea que del total de desocupados frente a aquel 10% o 15% histórico que tenía seguro de 
paro, hoy estamos cubriendo el 25%. Esto se produjo por directa consecuencia de varios factores. Cabe 
mencionar las flexibilidades que otorga la Ley N* 18.399 vigente desde febrero de este año y la incorporación 
de sectores que hasta este año no tenían seguro de paro. Es el caso de las trabajadoras domésticas. De los 
veintiséis mil o veintisiete mil trabajadores que hoy están usufructuando el seguro de desempleo, hay mil 
quinientas trabajadoras, que antes no tenían ese beneficio; si quedaban desocupadas, quedaban desocupadas. 


A eso debemos sumar otras flexibilidades que ha tenido la nueva ley, que ha permitido que gente que antes no 
tenía derecho al seguro de paro ahora lo tenga, como por ejemplo, los trabajadores con doble empleo. 


Pongamos el ejemplo de un trabajador que ganaba $ 10.000 en un trabajo y $ 3.000 en otro. Si lo mandaban 
al seguro de paro en el que ganaba $ 10.000, como ganaba $ 3.000 en otro, no tenía derecho al seguro de 
paro. Ahora sí tiene ese derecho. 


A esto agregaría un tercer factor, que es la flexibilidad que se ha adoptado dentro de la normativa vigente 
para algunas categorías especiales de trabajadores, como son los trabajadores zafrales o de temporada. Es el 
caso de los trabajadores de la pesca, los trabajadores marítimos, de temporada y de la estiba. 


Por último, hay que mencionar un factor muy importante, que es el que señalaba el señor Ministro en la 
introducción de esta reunión, que es el notable aumento de cotizantes y personas protegidas en la seguridad 
social. Este aumento histórico, récord estamos hablando de trescientos mil puestos cotizantes, más que el 
anterior récord histórico de 1999 hace que gente que, como ahora está registrada, tiene derecho al seguro de 
paro. Antes, trabajaba y no estaba registrada; entonces, no tenía derecho al seguro de paro y sus hijos no 
tenían derecho a la salud, etcétera. De manera que el notorio aumento de la formalización hace que más 
gente, cuando tiene la desgracia de caer en la desocupación que, reitero, se ubica en los niveles más bajos de 
la historia, tenga más facilidades de acceso al seguro de desempleo. 


Esos son los comentarios que me merece la pregunta del señor Diputado Pablo Abdala. 


SEÑOR BLASINA.- En primer lugar, me sumo a la bienvenida a nuestros visitantes del día de hoy, 
particularmente porque si bien antes habíamos tenido contacto con el Ministerio de Trabajo y 
Seguridad Social y con el Banco de Previsión Social, obviamente se ha producido un cambio de 
autoridades, aunque nos sentimos absolutamente seguros en cuanto a que la gestión va a continuar en 
la misma línea de la anterior. El Ministerio sigue estando muy bien representado a través de su nuevo 
jerarca. 


Con relación al proyecto, ya se han hecho algunos comentarios. Quería agregar un par de puntualizaciones. 


En primer lugar aunque esto lo veremos luego, creo que la aprobación de este proyecto es una necesidad 
perentoria, no ya para el Ministerio sino para el país. Creo por conocer a los miembros de la Comisión que 
esta sensibilidad va a estar presente a la hora de la consideración del proyecto en sí. 


Al día de hoy, han quedado más claros algunos de los alcances de este proyecto, dado que se han desarrollado 
algunos de los aspectos contenidos en el decreto, y se ha mencionado algo que efectivamente es así: el 
decreto y el proyecto de ley que estamos considerando son parte de un paquete, y así debe considerarse. Es 
por ello que adelanto y no creo que esté infringiendo las normas de la Comisión en cuanto a discutir cosas 
delante de los invitados que cuando se considere el tema en la Cámara, si se aprueba aquí, sería importante 
que el proyecto fuera acompañado del decreto no como un documento oficial porque no puede convertirse en 
eso desde el punto de vista de la consideración parlamentaria, aunque lo es para que los legisladores tengan 
una referencia directa; primero los legisladores de la Comisión, luego los de la Cámara y posteriormente, los 
de la Cámara de Senadores, a donde va a pasar. 


En tercer lugar, me parece muy importante lo que señalaba el Director Ernesto Murro, porque él manejaba 
porcentajes reales: 10% o 15% como porcentajes históricos y 25% como porcentaje actual. Pero cabe señalar 
que son porcentajes que se aplican a una cantidad de trabajadores que ha aumentado considerablemente, si no 
interpreté mal. Es decir que siendo porcentajes mayores, al aumentar el número de trabajadores con derecho 
al seguro de paro, aumenta también considerablemente la cantidad de trabajadores amparados, más allá del 
porcentaje. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no hay más comentarios sobre esto, pasamos al siguiente tema. 


Quisiera trasmitir una inquietud que nos llevó a plantear este tema en el seno de la Comisión. 


Hace pocas semanas trascendió que el Poder Ejecutivo había decretado un incremento de la jubilación 
mínima con vigencia al 1” de julio, estableciéndola si mal no estoy informado en un valor equivalente a 1,5 
BPC. 


Yo quiero plantear clara y concretamente un aspecto de carácter formal que, por supuesto, tiene que ver con 
una actividad reglada, como es la actividad pública, donde las competencias de los órganos y la distribución 
de los Poderes implica el sometimiento a determinadas reglas establecidas en la Constitución de la República. 


Francamente, a poco de advertir esa decisión, nosotros llegamos, sin demasiada dificultad, a la conclusión de 
que ella es de carácter inconstitucional. Aclaro desde ya que esto es independiente de la valoración es un 
tema que ha estado en debate que cada quien pueda tener sobre la política que el Poder Ejecutivo viene 
implementando en esta materia desde el año 2005, respecto de la cual tenemos coincidencias y discrepancias, 
como ha sido público, además, en las distintas instancias parlamentarias que se han cumplido. 


El artículo 229 de la Constitución de la República claramente establece entre otras prohibiciones que en los 
doce meses previos a las elecciones nacionales no pueden decretarse aumentos de sueldos y pasividades. En 
función de esto es que hemos generado esta instancia parlamentaria de comparecencia del señor Ministro a la 
Comisión, porque nos pareció que era relevante conocer la opinión, la visión y, fundamentalmente, la 
motivación del Poder Ejecutivo a la hora de tomar esta decisión. 


Por cierto, quiero aclarar que no nos vamos a oponer a este proyecto ni a cualquier mejora por pequeña que 
eventual o hipotéticamente pueda ser a los jubilados y los pensionistas. Si nos fuéramos a oponer a ella, 
tendríamos que hacer valer ahora la circunstancia de que estamos, desde nuestra perspectiva, frente a una 
violación de la Constitución por parte del Poder Ejecutivo y, eventualmente, desencadenar procedimientos de 
carácter parlamentario, cosa que no vamos a hacer. Sin perjuicio de eso, estamos en nuestro derecho además, 
nos parece saludable que se haga de conocer la verdadera motivación del Poder Ejecutivo 


Desde el punto de vista objetivo y sin atribuir intenciones creo que sería hasta irrespetuoso, yo creo que 
frente a esta constatación porque el artículo 229 de la Constitución de la República es muy claro no es difícil 
concluir que es altamente probable que esta decisión esté motivada en razones que tienen que ver con la 
circunstancia de que el país se encuentra en un proceso electoral y de que estamos a tres meses de la 
realización de las elecciones nacionales. Y hacemos esto no porque se le ocurra a este legislador o porque 
nosotros estemos atribuyendo intenciones, sino simplemente porque creemos que es la conclusión que surge 
de la mera interpretación del artículo 229. Cuando dicho artículo establece esta prohibición, creo que no es 
difícil concluir que el constituyente lo hizo con la finalidad, precisamente, de precaber la alternativa de que 
un Gobierno no este, cualquiera, en una etapa muy especial como sin duda es este, de definiciones 
electorales, y en una etapa en la que, por lo tanto, los ciudadanos definen su voto y resuelven desde ese punto 
de vista y electoralmente el destino del país, los Gobiernos tengan la tentación de aprobar "mejoras" entre 
comillas o incrementos de dotaciones presupuestales de sueldos, de pasividades en un momento tan sensible 
para la opinión pública como sin duda es el tiempo preelectoral. 


Francamente, me vi en la necesidad de plantear esto para conocer de boca del señor Ministro, en 
representación del Poder Ejecutivo, el alcance de esta decisión y recibir las explicaciones correspondientes. 


Además, creo que más allá de los argumentos constitucionales, hay razones de carácter económico que 
también abonan esta duda o esta inquietud. Este aumento viene a decretarse, precisamente, en un tiempo en el 
que, a tenor de lo que han afirmado los propios voceros del equipo económico del Gobierno y el propio señor 
Ministro de Economía y Finanzas, no estamos en el mejor momento desde el punto de vista de la evolución 
de la economía. Yo no le reprocho al Poder Ejecutivo que haya dado un aumento en ese contexto o por esa 
razón sino que, en todo caso, lo que sí le reprocho veremos qué es lo que me responde el señor Ministro es 
que eventualmente lo haga por fuera de los mecanismos o de las oportunidades constitucionales. Pero el 
señor Ministro de Economía y Finanzas en su última comparencia a la Comisión de Presupuestos, hace pocos 
días, anunció que estábamos en una etapa de decrecimiento económico o de decrecimiento de las 
expectativas, que lo que en principio se consideraba que iba ser un aumento de varios puntos terminará 
siendo un crecimiento prácticamente neutro, de un cero punto y fracción de la economía, que el déficit fiscal 
aparentemente este año también estaría por encima de las previsiones y que estaríamos llegando a tres puntos 
del Producto de déficit financiero. Entonces, reitero, más allá de la fundamentación económica o social de la 
decisión, creo que, en todo caso, abona la duda desde el punto de vista de la oportunidad constitucional. Por 
eso, también quiero traer ese elemento a colación 


Básicamente esta es la duda que así, tajante y crudamente, quiero dejar planteada porque, además, creo que 
parte de nuestras responsabilidades en el ejercicio del contralor político es, precisamente, velar por la 


regularidad constitucional y analizar o sopesar las decisiones de la Administración en función de lo que la 
Constitución demanda. 


Al mismo tiempo que pido una explicación con relación a esto, aprovecho también para preguntar los detalles 
de esta decisión, porque no los conozco y, entre otras cosas probablemente eso no surja del Decreto del Poder 
Ejecutivo, me interesaría saber a cuántos jubilados y/o pensionistas estaría alcanzando esta decisión. 


SEÑOR MINISTRO DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL.- Agradezco que en la Comisión se nos 
haga llegar esta inquietud, en la medida en que así lo entiende el señor Presidente. 


Nosotros no entendemos que hemos violado el artículo 229 de la Constitución y es muy importante ponerlo 
arriba de la mesa 


En primer lugar, a esos efectos el señor Director Vaz va a plantear, precisamente, el razonamiento del Poder 
Ejecutivo. 


En segundo término, debo decir que este Gobierno tiene el orgullo de haber llevado las jubilaciones mínimas, 
que estaban en el entorno de $ 500 o, incluso, menos a $ 2.900 en este momento, lo que es un aumento de 
600% en lo que va de esta Administración. Y lo decimos con orgullo, porque estamos hablando de personas 
sumamente sumergidas de nuestra sociedad. Pero las leyes se hicieron para cumplirse, y fundamentalmente 
las de la Carta Magna. Nosotros entendemos que no la estamos violando y, precisamente en ese sentido, lo 
vamos a aclarar. 


Voy a solicitar al señor Director Vaz que presente los elementos de razonamiento del Poder Ejecutivo. Luego 
voy a pedir al señor Presidente del Banco de Previsión Social, al señor Murro, que haga un "racconto" 
histórico de todas estas cosas y complemente la información que brindará el señor Director Vaz. 


SEÑOR VAZ.- Como dice el señor Ministro, nuestra visión es diferente de la que plantea el señor 
Presidente de la Comisión y tenemos la aspiración de demostrarle que sus dudas son absolutamente 
infundadas. Hay varios motivos. Expresaré algunos y el señor Presidente del Banco de Previsión Social 
manifestará los otros. 


Voy a aburrirlos con un poquito de historia, pero es importante que estos datos estén en conocimiento de 
todos los señores Diputados. 


En el año 2006 la organización de jubilados más representativa, la ONAJPU, pidió una entrevista con el 
señor Presidente de la República. A esa entrevista, que les fue concedida, fueron invitados, además, el 
entonces Ministro de Trabajo y Seguridad Social, señor Bonomi, el entonces Subsecretario de Trabajo y 
Seguridad Social, el doctor Bruni, el entonces Subsecretario del Ministerio de Economía y Finanzas, el 
economista Bergara, y el Presidente del Banco de Previsión Social, presente aquí, el señor Murro. El 
Presidente de la República escuchó los planteamientos de los jubilados. No voy a aburrir mencionando la 
plataforma reivindicativa de los jubilados, pero sí voy a decir que contenía un aspecto muy importante que 
implicaba un contacto permanente para conversar acerca de sus reivindicaciones con el Poder Ejecutivo. El 
Presidente de la República mandató en esos términos a los dos Subsecretarios recientemente nombrados y al 
señor Presidente del Banco de Previsión Social para que constituyeran ellos, personalmente, un ámbito de 
carácter permanente con los representantes de la Organización Nacional de Jubilados y Pensionistas del 
Uruguay. 


Ese ámbito se creó, funcionó. Los pasivos tuvieron y ejercieron la capacidad de convocar a ese ámbito, y allí 
se discutieron distintos aspectos relativos a los intereses de los pasivos. En esas reuniones se discutieron 
distintos aspectos, entre los que figuraba el aumento de las pasividades mínimas, puesto que había 
jubilaciones del orden de los $ 350, $ 400 o $ 500. Entonces, los representantes del Gobierno en ese ámbito 
insisto: mandatados por el Presidente de la República formularon un acuerdo con la mencionada 
Organización a los efectos de, paulatina y periódicamente, incrementar el valor de la jubilación mínima. A su 
vez, se estableció un mecanismo el Banco de Previsión Social ya lo había instrumentado con otros fines a fin 
de otorgar el aumento también a determinada franja de pensionistas. Esto comenzó a aplicarse efectivamente 
en el mes de julio de 2007 hace dos años con el primer incremento de la jubilación mínima. Luego, se 
continúo en julio de 2008, y hubo otro aumento julio de 2009. 


La aspiración de la Organización Nacional de Jubilados y Pensionistas era que ese valor terminara en dos 
BPC. En función de que el incremento fuera paulatino como se acordó, hoy estamos en una BPC y media y la 
aspiración del Poder Ejecutivo fiel al compromiso que estableció es que siga creciendo hasta llegar a las dos 
BPC a que aspiraban los pasivos. 


SEÑOR MURRO.- Hubo una decisión político-estratégica del Gobierno en el sentido de empezar a 
resolver un problema histórico de las pasividades en general y de las de menores recursos en 
particular. Esto fue reiteradamente expresado, no solo en los discursos del Presidente sino en las 
exposiciones de motivos y en los antecedentes, en los considerandos y resultandos de los Decretos 
respectivos. 


En este sentido, podemos afirmar contundentemente que los ajustes que se han producido en estos cuatro 
años son los más importantes de la historia del BPS. Los dos ajustes importantes que se produjeron en la 
historia son los que hubo en 1986-1987 y en 1991-1992. Pero hay una diferencia. Los de 1986-1987 son 
producto de esa espectacular experiencia democrática creo que la compartimos todos los que estamos acá que 
fue la Concertación Nacional Programática en algunos aspectos, que se realizó a la salida de la dictadura. 
Entre esos aspectos figura la mejora de salarios y pasividades, estableciéndose que cualquiera fuera el 
Gobierno, en 1985 procedería en consecuencia a realizar un aumento sustancial debido a la brutal pérdida 
que durante el período dictatorial habían sufrido los ingresos de los trabajadores, jubilados y pensionistas. Así 
se cumplió inicialmente, en los años 1986-1987, hasta que se dejó de cumplir, lo que motivó, ni más ni 
menos, que la reforma constitucional de 1989. 


El segundo ajuste histórico importante de las pasividades se produjo en 1991-1992, producto de la reforma 
constitucional de 1989, votada por más del 80% de la población. En cumplimiento de ese reclamo popular el 
Gobierno de la época tuvo que aplicar sustanciales ajustes: la reforma estaba vigente para el Gobierno que 
asumiera posteriormente. 


El tercer ajuste importante de la historia tiene que ver con los incrementos que se han realizado durante esta 
Administración por decisión gubernamental. Es decir, se sigue cumpliendo con la norma constitucional como 
lo hicieron los gobiernos anteriores en cuanto al ajuste de las pasividades de acuerdo con el Índice Medio de 
Salarios, pero se aprueban una serie de leyes y decretos que ajustan las pasividades por encima del Índice 
Medio de Salarios nominal correspondiente, en particular las pasividades de menores recursos. Esto hace que 
en la actualidad, contrariamente a lo sucedido en los años anteriores a 2004, en el Banco de Previsión Social 
haya 550.000 personas que cobran pasividades; pagamos alrededor de 710.000 pasividades, ya que algunas 
personas cobran más de una pasividad. De esas personas, 400.000, han recibido hasta el momento una mejora 
real del 19% por encima de lo que aumentaron los precios, y 150.000 personas, las de menores recursos, 
recibieron una mejora real del 30% por encima de lo que aumentaron los precios. Estos valores del 19% y el 
30% se verán sensiblemente mejorados en varios puntos de acuerdo con las estimaciones actuales en el 
próximo ajuste previsto para el 1 de enero de 2010. 


Ahora bien, el día 8 de julio hubo anuncios en la prensa, previos a la reunión que realizó esta Comisión el día 
15 de julio, oportunidad en la que aprobó el llamado al Ministerio para hablar acerca del ajuste de las 
pasividades. Nosotros habíamos leído con atención como lo hacemos siempre las declaraciones del señor 
Presidente de la Comisión, donde se refería a la supuesta inconstitucionalidad del ajuste. Al respecto, 
pedimos un informe jurídico al BPS. Ya ante las declaraciones de prensa del Diputado Abdala, se expresó por 
parte del Ministerio que en las medidas que hemos adoptado no solo no hay inconstitucionalidad sino que son 
absolutamente constitucionales, en consonancia con lo que establece el artículo 67 de la Constitución, 
inclusive con la reforma plebiscitada en el año 1989 y con el citado artículo 229 de la Constitución de la 
República. El artículo 229 dice lo siguiente lo voy a leer porque además es muy breve: "El Poder Legislativo, 
las Juntas Departamentales, los Entes Autónomos y Servicios Descentralizados no podrán aprobar 
presupuestos, crear cargos, determinar aumentos de sueldos y pasividades, ni aprobar aumentos en las 
Partidas de Jornales y Contrataciones, en los doce meses anteriores a la fecha de las elecciones ordinarias, 
con excepción de las asignaciones a que se refieren los artículos 117, 154 y 295". 


¿Qué es lo que hizo este Gobierno? El decreto del que estamos hablando creo que este es un elemento 
sustancial fue aprobado el 24 de octubre de 2008; doce meses antes... 


(Diálogos) 


——- Decía que el 24 de octubre se aprueba el decreto. O sea que si alguien tiene dudas de la supuesta 
inconstitucionalidad, cabe recordar que el decreto fue aprobado el 24 de octubre y nadie lo impugnó. Nadie 
lo impugnó, el señor Diputado Pablo Abdala ni nadie. Es un decreto público y notorio y que ya preveía el 
ajuste de julio; lo dice expresamente. Tengo en mi poder el Decreto que es el N* 521/08 que establece, por 
ejemplo, en su artículo 1*, el adelanto del 4% para las pasividades menores a partir del mes de noviembre. En 
los artículos 2* y 3* establece el aumento a 1,5 BPC, continuando con lo que habían dispuesto los decretos 
preexistentes. Asimismo, establece las condiciones en las cuales se adquieren. Luego se consigna como se 
amparan en los artículos 6* y 7* las pensionistas mayores de sesenta y cinco años en situación de pobreza. Por 
lo tanto, si nos remitimos a los artículos 2* y 3* del Decreto N* 521 de 2008, de 24 de octubre de 2008, 
veremos que ya estaba previsto el aumento de julio. Y nadie cuestionó este decreto. No hubo un solo 
cuestionamiento público ni recursivo y como se sabe, los decretos son públicos en ese sentido. 


Por otra parte, quería señalar que en función del respeto y la consideración que nos merecen las expresiones 
del señor Diputado Pablo Abdala que, reitero, conocimos por la prensa una semana antes del planteo en la 
Comisión nos preocupamos por ver antecedentes. Y nos encontramos con que había antecedentes. que no 
habían sido aprobados en los doce meses previos a las elecciones y no son lejanos; son de 2004. El 4 de 
agosto de 2004 coincide la fecha, estamos en un aniversario, el Poder Ejecutivo aprobó el Decreto N* 277/04, 
año de elecciones el año 2004, igual que ahora. ¿Qué dispone ese Decreto? Un aumento de las jubilaciones y 
pensiones de un 3,46% o del 4,46% según el monto de las pasividades. 


Este Decreto N* 277/04, de 4 de agosto de 2004, cita además en su considerando 1” que con fecha 22 de julio 
el Poder Ejecutivo había dispuesto el aumento salarial de funcionarios públicos 22 de julio; también año de 
elecciones, del Salario Mínimo Nacional y, posteriormente, dispuso un aumento muy importante del 20% 
para las trabajadoras domésticas y del 9,5% para las trabajadoras rurales. Me refiero a julio de 2004. Estos 
decretos no fueron fechados doce meses antes de las elecciones. 


Ante esto nos tomamos el trabajo de revisar la prensa, las versiones taquigráficas de esta Comisión de 
Seguridad Social y las actas del Directorio del Banco de Previsión Social. Quizás nuestra búsqueda no fue del 
todo exhaustiva, pero no encontramos un solo cuestionamiento de nadie, de los legisladores de la Comisión, 
de los legisladores del Gobierno, de la oposición, de juristas ni de nadie. Nosotros no encontramos nada. 
Repito que revisamos la prensa desde la segunda quincena de julio de 2004 y de todo el mes de agosto de ese 
año y no encontramos un solo cuestionamiento de inconstitucionalidad a un decreto votado y aprobado ese sí 
en el período de doce meses previos al acto electoral. 


Es más, cuando vamos a las actas del Directorio del Banco de Previsión Social, nos encontramos con que la 
promoción de ese aumento de pasividades había sido promovida por el Directorio del Banco de Previsión 
Social, en dos oportunidades. Cabe señalar que era un Directorio del Banco de Previsión Social que 
integraban recordémoslo dos Directores provenientes del Partido Colorado, dos del Partido Nacional y los 
Directores Sociales. Nadie cuestionó nada. Es más: el Directorio cursa una nota al Ministerio de Trabajo y de 
Seguridad Social y al Ministro de Economía y Finanzas de la época, el actual Senador Isaac Alfie, 
promoviendo este ajuste de pasividades. Tengo aquí las actas. Por ejemplo, el 14 de julio, el Directorio del 
Banco de Previsión Social promueve este aumento que se concretó en ese decreto. Posteriormente, el 11 de 
agosto recuerdo que el decreto se emitió el 4 de agosto, el Directorio del BPS, con esa integración, discute 
cómo aplicar el decreto del 4 de agosto y nadie cuestiona la inconstitucionalidad, los Directores sociales, los 
Directores provenientes del Partido Nacional ni los del Partido Colorado. ¿Qué resuelve el Directorio el 11 de 
agosto? Aplicar el ajuste que el propio Directorio del BPS había promovido. 


Por lo tanto, no solamente entendemos que el Decreto N* 521/08, de 24 de octubre de 2008, de este Poder 
Ejecutivo, es totalmente constitucional sino que, además, hay antecedentes para el caso de que alguien 
quisiera suponer inconstitucionalidades. Esos antecedentes, existen, son recientes, corresponden a un año 
electoral y nosotros no hemos escuchado ningún cuestionamiento ni hemos encontrado cuestionamientos a 
aquel decreto. Obviamente este fue dictado en el marco de un conjunto de decretos. Si nos remitimos al texto 
del artículo 229 de la Constitución se habla de salarios y pasividades y, reitero, que en julio se aumentaron 
los salarios mínimos, los salarios de las domésticas, los salarios rurales, los salarios públicos, pero no tuve la 
satisfacción desde el punto de vista técnico de encontrar ningún tipo de cuestionamientos al respecto. [Quiero 
responder al otro planteo que hacía el señor Diputado Pablo Abdala con relación a los beneficiarios. Existen 
aproximadamente treinta y cinco mil beneficiarios por la aplicación de dos normas. La otra es de origen 


legal, la Ley N* 18.119, que establece como recordarán los señores Diputados los viejos topes jubilatorios del 
Acto N* 9, esto es, los siete Salarios Mínimos Nacionales y que viene aplicándose desde hace tres años. 


Este es el tercer ajuste consecutivo que se produce en los meses de julio. Primero se produjo el ajuste a 8 
BPC, luego a 9 BPC y ahora a 10 BPC. 


Inicialmente, esto arrancó con un beneficio para aproximadamente nueve mil personas. Hoy se está aplicando 
este beneficio para unas cinco mil personas. El aumento a 10 BPC se dio a aquellos que tuvieran salarios 
suficientes en actividad. Luego tenemos el ajuste de las pasividades mínimas por este decreto del 24 de 
octubre de 2008, que beneficia a unas treinta mil personas, en su mayoría mujeres y son aquellas pasividades 
que hace dos, tres o cuatro años atrás estaban en $ 200, $ 300, $ 500 o $ 1.000. Primero se aumentaron en 
julio de 2007 a 1 BPC, beneficiando a seis mil setecientas personas. En julio de 2008, se aumentó a 1,25 
BPC, beneficiándose a diecinueve mil personas y, en julio de 2009, ya están cobrando veintinueve mil 
personas a 1,5 BPC. Esto incluye, fundamentalmente, a personas jubiladas y a los pensionistas mayores de 
sesenta y cinco años, en general, viudas, en vulnerabilidad socio-económica, según lo establecido en el 
decreto del 24 de octubre del 2008. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradezco a las autoridades la información que nos han aportado. 
Francamente, debo decir que con relación al planteamiento inicial del señor Ministro, reafirmo mi 
duda, y creo que es una duda sensata y razonable, más allá de que, por supuesto, muchas veces la 
interpretación constitucional admite más de una opinión. De hecho, así es la materia jurídica. Pero 
empiezo por valorar otros aspectos vinculados al asunto sobre la información aportada por el señor 
Presidente del Banco de Previsión Social. Yo comparto y me alegro de la honestidad intelectual del 
señor Presidente del BPS, quien nos ha aportado la información según la cual los tres mayores ajustes 
que han recibido los pasivos fueron, precisamente él los calendarizó entre los años 1986 y 1987, entre 
los años 1991 y 1992 y durante la actual Administración. También digo que con relación al concepto de 
que en el actual Gobierno recibieron el mayor ajuste por decisión gubernamental, es admisible pero 
también es discutible, porque todo esto lo es. Lo de que el ajuste obedece a una decisión gubernamental 
admite más de una variante. Una cosa es un ajuste por una decisión gubernamental cuando el 
Gobierno, por ejemplo, como en esta decisión, resuelve otorgar un incremento, fuera del mecanismo 
previsto en el artículo 67 de la Constitución. Pero también hay o puede haber decisión gubernamental 
a partir de la aplicación de determinada política económica o de determinada política salarial, 
fundamentalmente para el sector público en particular, dado el mecanismo previsto en el artículo 67 de 
la Constitución. Según se otorgue uno o más aumentos a los funcionarios públicos en el año, estará 
obligado a otorgar uno o más aumentos a los pasivos, porque notoriamente las oportunidades en las 
cuales deben ajustarse las pasividades de acuerdo con el artículo 67 coincide con el ajuste de los 
salarios públicos. 


Particularmente, en el año 1991 y 1992 se disparaba es cierto el mecanismo de ajuste de las pasividades, de 
acuerdo con lo previsto en el artículo 67 de la Constitución de la República. Como los salarios públicos 
aumentaban cada cuatro meses, además de determinadas políticas económicas y salariales que en aquel 
momento se instrumentaron como ahora se instrumentaron otras llevaron a aquella realidad, pero ahora 
tenemos ésta. 


Creo que en cuanto al valor de las pasividades o a la mejora del sector de los jubilados y los pensionistas 
quiero aclarar que, por supuesto, eso nos empareja a todos en el afán y en el propósito de lograr que estén 
mejor; sería un agravio que un partido le enrostrara al otro que no tiene la misma preocupación por los 
jubilados, porque eso no solo rompe los códigos, sino que está por fuera de la razonabilidad también se hace 
un análisis relativo porque depende, a favor y en contra, entre otras cosas, de cuál es la situación de los 
pasivos en el punto de arranque. Y no tengo ningún empacho en reconocer que este Gobierno recibió una 
situación muy compleja, que es la que se da a partir del año 2002, con una caída de más de un 25% del valor 
de las pasividades pero depende de cuál es el punto de arranque y, en todo caso, de cuál ha sido la evolución 
del valor de las pasividades en el tiempo inmediatamente anterior. 


Francamente, desde el punto de vista del análisis constitucional, sigo creyendo que estamos ante un 
apartamiento de las limitaciones establecidas en el artículo 229 que, obviamente, no lo suple un acuerdo entre 
el Presidente de la República y la ONAJPU, por más bienaventurado que haya sido y por la mejor buena fe 
que, sin duda, haya gobernado tanto la intención del señor Presidente como de los representantes gremiales. 


De todas maneras, los acuerdos entre particulares o entre el Gobierno y alguna institución gremial no 
sustituye lo que establece la Constitución de la República, y menos que esa sea simplemente una política o 
una estrategia del Gobierno, porque las políticas y las estrategias, obviamente, se tienen que acotar a los 
límites que establece la Constitución. 


También quiero agradecer al señor Presidente del Banco de Previsión Social que se haya tomado el trabajo lo 
digo con absoluta franqueza y lo valoro especialmente de solicitar un informe y, además, le pediría que nos lo 
proporcionara. Desde ya adelanto que lo voy a leer con mucho detenimiento, y estoy dispuesto, una vez que 
lo haga capaz que me convence a cambiar de posición o a volver a discutir el tema, pero me parece que la 
letra del artículo 229 es clara. 


Además, creo que hay que hacer una interpretación de la Constitución en función del sentido literal de las 
palabras es verdad, pero también en función de la intención del constituyente. Yo creo que el artículo 229, 
que establece que no se podrán aprobar aumentos, no se soluciona con que se apruebe un decreto el día antes 
de la vigencia del plazo de los doce meses. Y, si se me permite, lo voy a fundamentar razonando por el 
absurdo. Alcanzaría con que cualquier Gobierno en el primer año de su gestión decretara un aumento del 
200% de los salarios y las pasividades para el año electoral para eludir o superar la limitación a la prohibición 
del artículo 229, que no digo que haya sido la intención de este Gobierno. Reitero: no quiero juzgar 
intenciones; simplemente estoy analizando hechos objetivos y concretos. Que nadie haya impugnado este 
decreto desde octubre de 2008 creo que no vuelve constitucional una decisión inconstitucional si lo es, como 
yo creo que esta puede llegar a serlo, porque aquí no hay una proscripción de las inconstitucionalidades. Lo 
que es inconstitucional lo es siempre hasta que alguien lo declara o lo es siempre si nadie lo declara, 
independientemente, reitero, de la impugnación por parte de algún señor legislador o de quien tenga un 
interés directo personal o legítimo, como lo establece la Constitución de la República. Así que eso tampoco 
soluciona la situación, como creo francamente que tampoco la soluciona el antecedente de 2004. Yo no sabía 
que eso había sucedido en 2004, pero en nada cambia mi perspectiva de esta situación. En ese caso, 
estaremos frente a una decisión inconstitucional, tanto aquella como esta. Me parece que no varía y tampoco 
le hago el agravio al Gobierno, al señor Ministro ni al Directorio del Banco de Previsión Social que le baste 
advertir que algo se hizo en el pasado para reiterarlo en el presente, si surgen dudas razonables, legítimas o 
sensatas desde el punto de vista de la vigencia constitucional. Por mi parte, reafirmo mi duda, sin perjuicio de 
que con la apertura que hay que tener para analizar estas cosas, por supuesto, estoy dispuesto a leer ese 
informe, que me parece de enorme valor, y naturalmente a debatir esta cuestión, como la estamos debatiendo 
civilizadamente. 


SEÑOR SUBSECRETARIO DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL.- El problema central por el que el 
Presidente de la Comisión ha convocado a las autoridades del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social 
radica, en principio, en la inconstitucionalidad de la conducta adoptada por el Poder Ejecutivo, planteada 
desde la perspectiva del artículo 229 de la Constitución de la República. 


Me permito reiterar detenidamente lo que establece dicho artículo. Concretamente, plantea la inhibición a los 
órganos básicamente deliberativos: Poder Ejecutivo, Juntas Departamentales, Entes Autónomos y Servicios 
Descentralizados. La inhibición del artículo 229 no alcanza, en principio, al Poder Ejecutivo. Así como al 
señor Diputado Pablo Abdala le genera dudas nuestra interpretación, nosotros vamos a utilizar los criterios 
básicos que enseñamos en Facultad: "¡dura lex sed lex!". Por tanto, para nosotros, la inhibición no alcanza al 
Poder Ejecutivo. Primer argumento. 


El segundo argumento está relacionado con lo siguiente. De acuerdo con lo que informaba el Presidente del 
Banco de Previsión Social, el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social acompaña la posición sustentada por 
el Banco en el sentido de que si bien es un día menos del año, hasta la hora cero del día menos del año estaba 
habilitado. 


Insisto y no se ofendan con lo que voy a decir— la prohibición para evitar caer en la demagogia de crear un 
aumento no es al Poder Ejecutivo sino básicamente a los órganos deliberativos porque muchas veces coincide 
con las campañas políticas. Y en ese caso, sería muy sencillo para los órganos deliberativos decir: "Bueno, 
sanciono esto, y con ello obtengo un buen rédito político". Se extiende también a los Entes Autónomos y 
Servicios Descentralizados porque, de alguna manera, inciden directamente en la economía nacional y sería 
una suerte de moneda de cambio. Pero advierto que, desde el punto de vista constitucional, el artículo 229 no 
alcanza al Poder Ejecutivo. Primera cortapisa estrictamente de corte constitucional. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Francamente, tengo dudas con relación a la interpretación y, en este caso, 
estoy yo más cerca del Poder Ejecutivo que el doctor Loustaunau, porque por lo que acaba de señalar 
el Presidente del Banco de Previsión Social y por la propia elocuencia de la fecha que se escogió un día 
antes del inicio de los doce meses de inhibiciones constitucionales el Poder Ejecutivo aprobó allí el 
aumento y no pocos días antes del 1” de julio. Por otra parte, es cierto que para un régimen de Derecho 
positivo, como el nuestro, el artículo 229 debe interpretarse en el sentido amplio, entre otras cosas, 
porque esta enumeración de organismo que se hace no es taxativa. No lo es porque ni siquiera está la 
conjunción "y" después de hacer la descripción de Entes Autónomos y Servicios Descentralizados que 
se supone que es un solo paquete y, además, porque los aumentos de pasividades los decreta el Poder 
Ejecutivo y no el Poder Legislativo porque ello sería inconstitucional ya que significa un aumento del 
gasto; tampoco los decretan las Juntas Departamentales ni el Banco de Previsión Social. 


Admito, y por supuesto que no quiero descalificar, que las dos posiciones son sustentables. 


SEÑOR SUBSECRETARIO DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL.- Sin embargo, nosotros nos 
plegamos a la posición de que el artículo 229 no establece una prohibición para el Poder Ejecutivo. 
Quizás, haya sido una coincidencia que se sancionara el Decreto en la fecha en que se sancionó, pero 
básicamente creemos esto. 


Voy a abundar en estos razonamientos. Si la inhibición es para el Poder Ejecutivo y durante este período 
aparece, por ejemplo, el resultado de un Consejo de Salarios homologado por el Poder Ejecutivo, tampoco 
podría hacerse. Y no es eso lo que acontece. Miremos hacia atrás y notemos el paralelo. El propio Poder 
Legislativo, las propias Juntas Departamentales no podrían haber tenido aumento desde el mes de octubre en 
adelante, pues cualquier aumento ya programado no ingresa en la prohibición de esta norma. Planteo esto 
porque lo que está previsto en el Decreto es la creación de un nuevo aumento salarial, o una nueva partida 
para evitar como decíamos caer en la tentación demagógica, mientras que en este caso es diferente. Por 
ejemplo, en el caso de los Consejos de Salarios el Decreto que dio origen a esos aumentos viene de antes. Y 
si el artículo 229 se aplicara al Poder Ejecutivo, los funcionarios de la Administración pública y 
prácticamente ningún funcionario, podría haber tenido aumentos salariales desde el mes de octubre del mes 
pasado. No podemos imponer nada a nadie. Sin embargo, eso nos basamenta a nosotros. 


Otro argumento de corte constitucional tiene que ver con que si se llegase a entender que el artículo 229 
afecta este ámbito, no puede ser leído a espaldas del artículo 67 ni de la reforma constitucional que operó en 
este tema. Si la reforma constitucional que operó en este tema permite el aumento en oportunidades como lo 
establece precisamente el artículo 67, el artículo 229 queda inhibido. Y en este caso voy a retomar las 
palabras que planteaba el Director Vaz en el sentido de que esto fue producto de un acuerdo al mejor estilo 
programático de qué iba a pasar durante todo el período de la Administración, cuando se preveía lo que haría 
el Poder Ejecutivo. Si articulamos todo esto, parecería que la norma constitucional no ha sido avasallada. 


Y en otro sentido último argumento el Presidente planteó que considera que la norma no es taxativa. Estamos 
hablando de una norma de naturaleza prohibitiva; no hablamos de una norma que habilita sino al contrario, 
todas las normas de naturaleza prohibitiva deben interpretarse bajo el criterio de la taxatividad. Si no es así, 
cada vez que la Constitución dice, por ejemplo, "esto no lo puede hacer, tal órgano", podrían caber todos. Acá 
la Constitución estableció que no lo pueden hacer el Poder Legislativo, las Juntas Departamentales, los Entes 
Autónomos y los Servicios Descentralizados. Nosotros no participamos de la tesis de que este artículo no es 
taxativo sino de la tesis contraria, es decir, que es taxativo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- ¿Cómo hacen los organismos mencionados para aumentar las pasividades? 


SEÑOR SUBSECRETARIO DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL.- No tienen porqué utilizar lo 
establecido en el artículo 229. 


SEÑOR PRESIDENTE.- ¿Cómo puede entenderse que esos organismos son los únicos inhibidos 
cuando a ninguno de ellos les corresponde decretar aumentos de pasividades? 


SEÑOR SUBSECRETARIO DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL.- La Constitución debe 
interpretarse como un todo. Muchas veces el Poder Legislativo no solo determina aumento de 


pasividades sino también de sueldos y otro tipo de gastos, etcétera. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Y de pasividades. 


SEÑOR SUBSECRETARIO DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL.- Pero por ley, eventualmente, 
se podría sacar un aumento de pasividades. 


SEÑOR PRESIDENTE.- ¿Sin iniciativa del Poder Ejecutivo? 


SEÑOR SUBSECRETARIO DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL.- Eso no significa con iniciativa, 
pero usted no lo podría sancionar como legislativo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Entonces, entra el Poder Ejecutivo. 


SEÑOR SUBSECRETARIO DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL.- No, el Poder Ejecutivo no está 
alcanzado por el artículo 229, porque podría traer la propuesta; el que se va a inhibir es el Legislativo. 
El Poder Ejecutivo sí debe seguir adecuando su política presupuestal que previó. Si no ¿qué hacemos 
con los aumentos de los funcionarios públicos, con los aumentos de las propias pasividades? 


Nosotros interpretamos de esa manera y creemos que no es menor- sin perjuicio del argumento que planteaba 
el Presidente del Banco de Previsión Social, en el sentido de que el Decreto fue sancionado en tiempo y 
forma. 


SEÑOR MURRO.- Con el permiso del señor Diputado Pablo Abdala, por un segundo y solo por un 
segundo voy a seguir su hipótesis. 


En la hipótesis del señor Diputado Pablo Abdala que no comparto y que no comparto según informes 
jurídicos; no soy abogado ni tengo formación jurídica, el ajuste a los topes jubilatorios de julio que estamos 
pagando por la Ley N” 18.119, sería inconstitucional porque la ley votada hace tres años dijo que en julio de 
2009 había que llegar a 10 y le adelanto, señor Diputado, que en julio de 2010 va a llegar al tope del 16. En 
su hipótesis, ustedes habrían votado una ley inconstitucional. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Perdón, pero el artículo 229 habla de "aumento de Pasividades". Eso no 
quiere decir modificar el régimen de seguridad social; me parece que son cosas distintas. 


SEÑOR MURRO.- Este es un aumento liso y llano de pasividades. Estaban cobrando por topes de siete 
Salarios Mínimos, pasaron a 8 BPC... 


SEÑOR PRESIDENTE.- Es una modificación de los beneficios, de las prestaciones. Acá habla de un 
aumento de carácter general, un ajuste. 


Yo no estoy de acuerdo con eso. 


SEÑOR MURRO.- Le adelanto, por ejemplo, que en julio y en setiembre va a haber ajustes de salarios. 
En setiembre se ajustan los salarios de los trabajadores del transporte. En su hipótesis eso sería 
inconstitucional. 


SEÑOR MINISTRO DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL.- Si se me permite, quisiera decir que 
no nos tenemos que olvidar de que esto es resultado de un cronograma que se decidió a finales de 2006. 
Ellos iban a recibir determinados aumentos porque en realidad se entendió por parte del Poder 
Ejecutivo en la figura misma del Presidente de la República, y quienes lo acompañaron, que había que 
acceder a la solicitud de la ONAJPU; una solicitud que usted mismo decía, señor Presidente, que 
compartía. Entonces, se accedió a llevar la retribución de esta gente tan sumergida a 2 BPC, con el 
conocimiento de que era imposible darlo todo junto en ese momento y que había que repartirlo a lo 
largo del Período. La resolución fue tomada a fines de 2006. El 24 de octubre de 2008 supongo yo se 


dicta el decreto precisamente para evitar que quien pudiera malinterpretar a nuestro criterio el 
artículo 229, le achacara al Poder Ejecutivo el haber atropellado la Constitución de la República. 


Yo sentía que era necesario recordar ese aspecto porque no fue una resolución de octubre de 2008 sino de 
finales de 2006. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quiero destacar algo. Más allá de la discrepancia que notoriamente tenemos 
planteada, por lo menos advierto que en el Poder Ejecutivo, en algún momento, se planteó una duda 
razonable, por lo que acaba de decir el señor Ministro, cosa que por lo menos me da tranquilidad. 


SEÑOR BLASINA.- En primer lugar, diría que esta reunión está siendo importante por los temas que 
está tratando pero, además, por el hecho de haber asistido a una verdadera cátedra desde el punto de 
vista constitucional. En lo particular no somos ni constitucionalistas ni nos especializamos en ninguna 
de las variables del Derecho, pero esos nos han parecido argumentos extremadamente contundentes. 
Por lo tanto, creo que hubiera sido bueno tener en cuenta esos antecedentes a la hora de realizar 
manifestaciones públicas. Todo el mundo tiene derecho de hacerlas no es una crítica, pero sin duda las 
manifestaciones públicas hacen que quien las manifieste sea quien sea termine siendo prisionero de sus 
palabras. Esto lo digo, además, por el alcance que se da a las expresiones en dos sentidos: por la 
presunta demagogia electoral y porque, además, se nos ha venido insistiendo, legítimamente, en que 
todas las medidas adoptadas en materia de seguridad social han sido insuficientes. Acá sería aplicable 
aquello de que "Palos porque bogas y porque no bogas, palos". 


Yo he dicho una cosa no tengo por qué no decirla aquí; la he expresado en alguna polémica pública con el 
Diputado Pablo Abdala y es que una de las peores maneras de pelearse es pelearse con la realidad. ¿Por qué 
digo esto? Porque no es simplemente el hecho del registro de los porcentajes me estoy refiriendo al aumento 
real de las jubilaciones y pensiones en este Período, que están muy bien registrados como se ha dicho acá, 
sino que los porcentajes están reflejando, además, otras cosas. Los porcentajes están reflejando, en primer 
lugar, una política de aumentos reales que ha ido más allá de lo que establece la Constitución en su 

artículo 67. Y ha ido más allá me imagino que a nadie lo ha tomado por sorpresa porque eso fue anunciado en 
la campaña electoral del año 2004. Se dijo muy claramente en esa oportunidad que las primeras medidas que 
iba a adoptar el Gobierno que asumía el 1? de marzo iban a estar dirigidas a los sectores más sumergidos. Y 
cuando se aplican medidas dirigidas a los sectores más sumergidos, surgen de cualquier manera réplicas que, 
siendo legítimas, no logro entender, en el sentido de que en el mismo contexto se dice que todo es 
insuficiente y que se requiere más. Nosotros lo aclaro nunca dijimos que fueran suficientes las medidas que 
estamos aplicando. Y cuando digo "estamos aplicando" es porque me siento parte integrante, como el 
Diputado Pérez, de este Gobierno, al nivel que nos corresponde estar. 


También voy a hacer una precisión. Cuando el Director del Banco de Previsión Social, Ernesto Murro, hace 
referencia a los períodos en los cuales hubo mayor recuperación aumento real de las jubilaciones y pensiones, 
señala tres períodos. Pero hay una diferencia entre los tres períodos. En el primero lo explica bien el señor 
Murro, la recuperación surge como reflejo de los acuerdos de la CONAPRO. En el segundo período, surge 
como reflejo directo de la reforma constitucional de 1989, que queda cristalizada por una amplísima mayoría 
de la ciudadanía y eso termina constituyéndose en el contenido del artículo 67 de la Constitución. Es decir 
que fue y sigue siendo una obligación constitucional. 


En este tercer período no solamente ocurre el hecho de que se aplican aumentos más allá de lo que marca la 
Constitución ajustes diferenciales, etcétera, sino que, además, se aplica una política emergente de un 
determinado criterio que llevó a la reimplantación de los Consejos de Salarios que es, en definitiva, la matriz 
por la cual se determina el Índice Medio de Salarios y, en consecuencia, los ajustes de jubilaciones y 
pensiones, que hasta ahora han sido aumentos. 


Bien se decía aquí que en todos los años ha habido aumento real. Y los habrá también en el próximo ajuste, 
porque a veces se escuchan opiniones no del señor Diputado Abdala; quiero aclararlo y se hacen valoraciones 
todas legítimas como si este Gobierno ya hubiera finalizado, inclusive acá. Como saben los señores 
Diputados, el receso comienza el 15 de setiembre, pero pueden convocarse sesiones extraordinarias si se 
reúnen las firmas correspondientes para convocarlas. De manera que el Parlamento tampoco caduca el 15 de 


setiembre en su actividad. Pero yo insisto con el hecho de que no solamente está muy bien hacer referencia a 
las cifras sino, además, a cuál es el origen de los porcentajes. 


El origen de los porcentajes está pautado por este factor que acabo de mencionar. Explican, por un lado, por 
qué se han producido los incrementos reales de jubilaciones y pensiones en este período, basados en los 
Consejos de Salarios, que se relmplantaron con este Gobierno no hay que olvidar eso; pero, además, se da la 
diferencia entre los porcentajes que maneja el señor Director del Banco de Previsión Social, del 30% y el 
19% según los sectores los más sumergidos han recuperado un 30%; los otros sectores, por sobre las 3 Bases 
de Prestaciones y Contribuciones, $ 5.836, si no me equivoco, que responden a una política diferente, que va 
más allá, inclusive, de los Consejos de Salarios, a una política de aplicación de ajustes diferenciales además 
del Salario Mínimo Nacional que también influyó, y a una política deliberada y anunciada previamente. Por 
ello, cualquiera tendría el derecho de decir si no estamos cumpliendo con lo que anunciamos antes de la 
elección del 31 de octubre de 2004; hubiera sido absolutamente legítimo reprochárnoslo. Ahora, si el 
razonamiento es que esto no es suficiente, yo me adhiero a eso, porque esto forma parte de un proceso. Y 
dijimos además, de norte a sur y de este a oeste, que no íbamos a poder realizar todo lo que queríamos hacer 
desde el punto de vista de favorecer en primera instancia a los sectores más sumergidos en un solo período de 
Gobierno. Y se le agregó: "El que piense que eso puede ser así" respecto a esto o a otras cosas "es mejor que 
no nos vote". Pido disculpas a la Comisión por estar haciendo una incursión política, pero estos hechos están 
absolutamente registrados y documentados y, por otra parte, son indesmentibles. 


De manera que a mí me parece bien que el señor Diputado Abdala, Presidente de la Comisión, haya traído 
esta inquietud a la Comisión y ante nuestros visitantes, pero me parece que la inquietud planteada está 
fehacientemente respondida. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Voy a hacer una breve aclaración. 


Más allá de que el señor Diputado Blasina me ha exceptuado de alguna afirmación, quiero decir con toda 
claridad que no me considero prisionero de mis palabras, sino que en todo caso soy dueño de mis dichos y 
me ratifico plenamente en ellos, entre otras cosas, por lo que acaba de confesar con gran honestidad el señor 
Ministro. En nombre del Poder Ejecutivo nadie es más representativo que él para informarlo. 


Entre otras cosas, se ha dicho que la fecha del decreto tiene o tuvo el propósito de evitar o de aventar dudas. 
De manera que creo que, por lo menos, eso le da razón a la afirmación de que la duda razonable es posible, 
más allá de que tengamos discrepancias o de que la interpretación constitucional pueda ser diversa. 


SEÑOR MINISTRO DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL.- Quiero hacer una aclaración de algo 
que, evidentemente, debe haber quedado registrado en la versión taquigráfica. Yo supuse; yo no tengo 
conocimiento de que se haya hecho de esa manera, y eso es importante que quede claro. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Queda absolutamente claro. 


SEÑOR VAZ.- Precisamente, en lo que tiene que ver con ese aspecto, el señor Diputado Abdala se 
planteaba una interrogante en cuanto a que entonces el Poder Ejecutivo tuvo una duda razonable al 
respecto. Y yo quiero responder esto. No lo puedo responder desde el punto de vista del Poder 
Ejecutivo en general, sí puedo responder en nombre del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, si 
me lo permiten el señor Ministro y el señor Subsecretario. Y voy a decir lo siguiente. 


Cuando se acercaba fines de octubre de 2008, nosotros teníamos una serie de proyectos de ley y de decreto en 
carpeta. Entonces, comenzamos a consultar la jurisprudencia respecto del tan manido artículo 229 de la 
Constitución. Y nos encontramos con que, en realidad, prestigiosos constitucionalistas tenían opiniones muy 
diversas respecto al alcance de ese artículo. Es por ese motivo que optamos por enviar antes de esa fecha 
ciertos proyectos de ley al Parlamento, a los efectos de que pudiera sancionarlos sin que en su seno se 
desatara la discusión respecto a la constitucionalidad o no de esos proyectos, pero en el entendido de que 
nosotros teníamos una posición que pasaba por que no alcanzaba al Poder Ejecutivo en este caso, al 
Ministerio de Trabajo y Seguridad Social la norma constitucional citada. Pero, insisto, lo que hicimos fue 
abrir un paraguas. Optamos por no desatar una discusión que no iba a tener un fin, por lo menos rápido o no 
tanto como nosotros lo necesitábamos, a los efectos de la aprobación de esas leyes. 


El hecho político respecto de la seguridad social que a modo absolutamente personal considero más relevante 
fue el Diálogo Nacional sobre Seguridad Social, donde se acordó un montón de cosas. Seguramente los 
señores legisladores estarán en conocimiento de los acuerdos, porque fueron públicos, y durante mucho 
tiempo estuvieron colgados en las páginas web. De esos acuerdos a los que se llegó, muchos aspectos no 
pudieron ser instrumentados, por distintos motivos. Ese argumento, de por sí, está diciendo que lo que se hizo 
al menos en materia de seguridad social y, seguramente, como dice el señor Ministro, en otros terrenos pasa 
lo mismo no es suficiente. Efectivamente, no es suficiente, pero eso no implica que no hayamos 
instrumentado los mecanismos para consolidar posiciones que se irán aplicando en el curso de lo que resta de 
esta Administración y, eventualmente, de la próxima Administración, sea cual sea el partido político al que le 
toque gobernar. |Por último, en lo que me es personal, pero también con el permiso de mis jerarcas en nombre 
del Ministerio, ruego una prontísima aprobación, por favor, del proyecto de ley, uno de los motivos por el que 
hoy fuimos convocados. 


SEÑOR MURRO.- Deseo recordar que estas políticas de ajustes diferenciales como muy bien señalaba 
el Diputado BLASINA ya comenzaron en el año 2005 cuando se otorgó un aumento adicional del 6% a 


las pasividades de menores recursos, a los que ganaban hasta tres bases de prestaciones y 
contribuciones. 


Lo otro es tirarle una piola, si me lo permite el Diputado Abdala: capaz que cuando él hizo las declaraciones 
creyó que el Decreto se había aprobado ahora y no recordaba o no se había dado cuenta en su momento por 
sus múltiples actividades que estaba aprobado desde octubre de 2008. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Le agradezco la piola y los recursos que me quiere aportar el Presidente del 
BPS, pero francamente no los necesito. Si no los necesitaba antes de empezar, menos los necesito ahora, 
y creo que a esta altura, inclusive, es irrelevante que yo tuviera conocimiento o no de que esto se 
aprobó antes o después; por lo tanto, ni siquiera lo voy a confesar. 


No sé sí algún otro señor legislador quiere hacer uso de la palabra, o alguno de los otros integrantes de la 
delegación. Personalmente yo les agradezco... 


SEÑOR MURRO.- Tenemos lo de Melilla. 
SEÑOR PRESIDENTE.- ¿Melilla? 
Perdón, eso no era objetivo de esta reunión. 


SEÑOR MURRO.- Pero yo desearía hablar porque creo que se dijeron cosas muy graves, señor 
Presidente. Se dijeron cosas muy graves que... 


SEÑOR PRESIDENTE.- Entonces, en ese caso, yo lo invitaría para que usted vuelva en la próxima 
reunión de la Comisión. 


SEÑOR MURRO.- ¿Sabe qué pasa? Se dijeron cosas muy graves en esa reunión del 15 de julio. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Está bien. 


SEÑOR MURRO.- Es muy grave lo que se dijo en presencia de ustedes. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Está muy bien y va a tener la oportunidad de referirse a eso; lo que quiero 
trasmitirle es un impedimento reglamentario. 


SEÑOR MURRO.- Sí, pero lo que pasa es que ya pasó tiempo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Pero, Presidente, hay un impedimento reglamentario. No están presentes 
todos los miembros titulares de la Comisión, falta un partido político, que es el Partido Colorado. Y lo 


que la Comisión acordó... 
SEÑOR MURRO.- Yo lamento... 


SEÑOR PRESIDENTE.- Permítame que le trasmita cuál ha sido la voluntad de la Comisión, que me 
parece que es lo que prevalece, con todo respeto hacia ustedes. La voluntad de la Comisión era tratar 
en el día de hoy los temas que yo indiqué al principio esto se aprobó en la reunión pasada y 
comunicarles a través de una nota que se les hizo llegar por Secretaría en los últimos días, según tengo 
entendido la inquietud planteada por la gente del Frigorífico Melilla. Si el Presidente del BPS entiende 
necesario contestar a eso en forma personal, por supuesto que va a tener su oportunidad. No la 
podemos habilitar hoy, según entiendo yo, entre otras cosas porque no estamos todos los miembros de 
la Comisión. 


SEÑOR MURRO.- ¿Me permite? Lamento su actitud. 
SEÑOR PRESIDENTE.- No. Discúlpeme, no es un tema de actitudes. 
SEÑOR MURRO.- ¿Me permite expresarme? 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el Presidente del Banco de Previsión Social. 


SEÑOR MURRO.-- En la nota que recibió el Ministerio convocándolo a esta reunión a la que nos invitó 
se habla del planteamiento realizado por ex trabajadores del Frigorífico Melilla "sobre 'algunos 
inconvenientes'", y está puesto entre comillas. También se adjunta la versión taquigráfica del día 15 de 
julio. Y más adelante en la nota se expresa: "solicitarle información al Directorio del Banco de 
Previsión Social con el fin de que se nos remitan antecedentes, reglamentación y criterios (...)". 


Nosotros entendemos que ante la extrema gravedad de acusaciones que adelanto: falsas realizadas ante 
ustedes por esa delegación, simplemente pediríamos que nos dieran cinco minutos para contestar. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Yo personalmente no lo voy a habilitar. Le pido disculpas. Yo tengo que hacer 
valer el Reglamento. Si los señores Diputados entienden que sí, así se hará y yo me retiraré de Sala. 
Pero yo creo que no corresponde porque falta un integrante de la Comisión. La nota es muy clara. 
Nosotros convocamos al Ministro para tratar tres puntos. Y en la misma nota le informamos al 
Ministro que se había tratado un tema del cual lo poníamos en conocimiento. Ni siquiera sabíamos que 
usted iba a venir y, por supuesto, usted siempre es bienvenido y, además, el Ministro tiene la facultad 
constitucional de invitarlo a venir, pero francamente yo no estoy en condiciones de habilitarlo para que 
usted se pronuncie sobre eso; y no es mala voluntad. Si usted lo solicita, podemos agendar una reunión 
para mañana mismo, o para más tarde. Tendríamos que esperar 24 horas para citar formalmente a la 
Comisión. Pero yo tengo que velar por el derecho de todos los sectores parlamentarios. Esto es un 
impedimento reglamentario. Mi única actitud es hacer valer el Reglamento. Espero que esto lo 
entienda. La Comisión es soberana, por supuesto. 


SEÑOR PÉREZ (don Esteban).- Yo creo que hay cosas que hacen a la convivencia y que hacen 
también a la cortesía. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Está bien. 


SEÑOR PÉREZ (don Esteban).- Si hay un sector que está ausente, tendrá sus motivos para ello. 
Nosotros ya hemos presentado en Sala una moción que nos autoriza a continuar sesionando. Es decir 
que desde el punto de vista reglamentario estaríamos cubiertos, pero si continuar sesionando significa 
el disgusto del señor Presidente, tampoco quisiera enemistarme con él. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Diputado, yo no me voy a enojar. La Comisión resuelve lo que deba resolver. 
Pero a mí me parece que es de orden, no solo pedir autorización a la Cámara para sesionar cuando 


sesiona la Cámara; también es de orden que la Comisión agote el orden del día que estableció. Esto es 
así para este Cuerpo o cualquier otro cuerpo legislativo. Me parece que esto es de elemental 
procedencia y en este caso en particular, entre otras cosas, porque el Diputado Bianchi como a usted le 
consta bien ha seguido muy de cerca todo el tema de la industria frigorífica. Pero repito: yo no me voy 
a violentar; si la Comisión quiere tratar el tema ahora, lo trata ahora. Yo anuncio que me voy a retirar 
de Sala, pero no lo voy a hacer molesto, sino simplemente por esa exclusiva razón que acabo de 
mencionar, porque entiendo que es lo que corresponde que haga como Presidente de la Comisión. Si yo 
no fuera Presidente de la Comisión, me quedaría o me iría, no lo sé, y no importaría, pero como 
Presidente, esa es la obligación que debo asumir. 


SEÑOR PÉREZ (don Esteban).- Yo no quiero disgusto ni de una parte ni de la otra. Si el Presidente del 
BPS a quien tengo la mayor estima y el mayor de los respetos puede aguardar unos días, yo estaría 
planteando el asunto a la brevedad posible, o en la próxima sesión. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Mañana mismo. Se puede citar con 24 horas; citamos para mañana. 


SEÑOR MINISTRO DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL.- Es muy claro lo que el señor 
Presidente dice. Fuimos citados para esos tres temas; lo que sucede es que ustedes nos adjuntaron unas 
declaraciones que a nosotros nos parece que son de absoluta falsedad y que debemos tener la 
oportunidad de responder; no podemos obviarlas. Y este es el motivo de nuestra insistencia. Tampoco 
queremos molestar al señor Presidente... 


SEÑOR PRESIDENTE.- No, a mí no me molesta. 


SEÑOR MINISTRO DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL....o que no esté presente un 
Representante que está muy interesado, que ha trabajado mucho en los temas frigoríficos. Pero este 
tema es importante para el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social y ni qué hablar para el Directorio 
del BPS. 


La solución encontrada nos satisface; nos parece bien. No sé si todos vamos a poder concurrir porque yo no 
tengo mi agenda acá y no puedo dar absoluta certeza de que mañana puedo. De todas formas, en lo que a mí 
respecta, si puede el señor Subsecretario y, en particular, es de interés que esté quien ha trabajado en el tema 
una vez que ustedes lo informaron, el Presidente del BPS. Me parece una buena solución que mañana mismo 
la Comisión haga la excepción de recibirnos nuevamente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Va a ser un gusto. 


SEÑOR BLASINA.- Se encontró una solución. Ahora habría que determinar qué día y qué hora, según 
las posibilidades de cada uno, ya que esto no estaba previsto. 


(Se suspende la toma de la versión taquigráfica) 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


